INFORME DE PONENCIA SEGUNDO DEBATE PROYECTO DE LEY 345 DE 2013 CÁMARA, 223 DE 2013 SENADO 

por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias. 

Bogotá, D.C., 13 de noviembre de 2013

Doctor

JAIRO ORTEGA SAMBONI

Presidente

Comisión Sexta Constitucional Permanente

Honorable Cámara de Representantes 

Ciudad
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Señor Presidente:

En cumplimiento de la designación que me hiciera la Mesa Directiva de la Comisión Sexta de hacer parte del grupo de ponentes del proyecto de la referencia mediante nota interna número C.S.C.P. 3.6, 192 de 2013 del 8 de noviembre de 2013, y en atención a lo establecido en los artículos 174 y 175 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir ponencia negativa para segundo debate en la plenaria de la cámara al Proyecto de ley número 223 de 2013 Senado, 345 de 2013 Cámara, por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias.

1. Objetivo del proyecto de ley.

¿Queremos en el congreso la ley de infraestructura, es muy importante que la aprueben en esta legislatura para agilizar la ejecución de estas obras. El gran cuello de botella está en las licencias ambientales y la compra de predios, para hacer una gran revolución en las vías del país¿ (negrilla y subrayado fuera de texto). Esta petición del primer mandatario, Doctor Juan Manuel Santos, en la inauguración de la segunda calzada Cúcuta-Pamplona, sintetiza el objetivo general expresado, en la ponencia inicialmente presentada por el Ministerio del Transporte y las subsiguientes ponencias favorables en su tránsito por el Senado y la Comisión Sexta de Cámara.

El ¿rezago en la infraestructura de transporte¿ que se le diagnostica al país es ya un lugar común en los estudios sobre el tema. Es claro que existe un consenso entre los expertos que avalan esta prescripción y abundan los análisis comparativos con respecto a Latinoamérica que soportan esta realidad.

Los dos apartados siguientes de estudios nacionales, ejemplifican lo anterior y corroboran lo diagnosticado por la Cepal, el BID, el Banco Mundial y la ODCE
[1][1] en estudios comparativos entre países. Veamos lo que dice el informe de transporte en Colombia de julio del 2013 publicado en el cuaderno de Fedesarrollo número 46:

El rezago de la infraestructura vial de Colombia es generalizado: abarca carreteras, vías férreas, puertos y aeropuertos. Las dotaciones de infraestructura de transporte, especialmente en carreteras, son bajas. Aun cuando la región en su conjunto (Latinoamérica) registra un atraso frente a la mediana de los países en desarrollo del Asia del Este, e incluso frente a la del total de países en desarrollo, los indicadores del país nunca superan la mediana de la región. Aun después de controlar por las diferencias de ingreso, las características demográficas y la estructura macroeconómica de Colombia frente a los países con los cuales se le compara, el resultado persiste. (¿) Las vías no pavimentadas explican buena parte de ese atraso en términos absolutos, pero en términos relativos la brecha es aún más importante en las vías pavimentadas (30%). 

Y en el mismo sentido el informe de la comisión de alto nivel conformada a instancias del presidente Juan Manuel Santos
[2][2].

¿En lo que concierne a la infraestructura de transporte en todas sus modalidades, y cuando se le compara con otros países de similar nivel de desarrollo, Colombia presenta un rezago importante (foro económico mundial, 2012). En calidad de sus carreteras, el país ocupa el puesto 126 entre 144 naciones, una posición similar a la de Lesoto (110) o Uganda (110) y muy inferior a Kenia (72), Nicaragua (75) o República Dominicana (62). En vías férreas, Colombia ocupa el puesto 109 y también tiene un atraso considerable. La situación no varía para puertos (puesto 125) ni para transporte aéreo (puesto 106)¿. 

En resumen, igual que en la salud, se puede concluir que existe una sobre diagnosis del sector.

2. Consideraciones Generales.

El Plan nacional de desarrollo ¿prosperidad para todos¿ señalo a la competitividad, junto a la innovación y la dinamización de sectores apodados ¿locomotoras¿, como los ejes sobre los que girarían las acciones que asegurarían la inserción competitiva en los mercados globalizados y así garantizar un crecimiento potencial mínimo de 6% de la economía sostenidamente por varios años. La asignación de más del 40% de los recursos de este plan al objetivo estratégico del crecimiento sostenible y competitividad -en donde la infraestructura de transporte, junto a la minería, agro, vivienda e innovación, hacen parte de su contenido como locomotoras- explicita la prioridad gubernamental que tiene la infraestructura para contribuir con la obsesión competitiva
[3][3].

Es indudable que con las asignaciones presupuestales del actual gobierno -en los tres últimos años se han invertido en infraestructura 22 billones, un promedio de 7.3 billones por año- supera con creces las asignadas por su antecesor Álvaro Uribe: el promedio en el periodo 2002-2010 fue de 2.3 billones. Esta voluntad política de poner a toda marcha esta locomotora, no solo se manifiesta presupuestalmente, sino que además, ha tenido unos desarrollos legales y planeamientos financieros a largo plazo que obedece a todo un replanteamiento del sector. Al respecto, hacen parte de este replanteamiento: la legislación sobre asociaciones público-privadas, APP (Ley 1508-12); el cambio de institucionalidad con el reemplazo de INCO por la ANI; la separación funcional dentro del Ministerio de la regulación del tránsito y la gestión de infraestructura (que se expresa en el cambio de nombre: Ministerio de Infraestructura y Transporte); el proyecto de ley objeto de esta ponencia; la ley que se tiene prevista sobre consulta previa -se sabe de la existencia de su borrador-, y el anuncio de la creación de los bonos de infraestructura por parte del presidente Santos el año pasado, y que para tranquilidad de los fondos privados, se anunció la finalización de su diseño para el mes de septiembre pasado por parte de Santiago Montenegro, presidente de Asofondos
[4][4].

Estratégicamente, la pretensión gubernamental, alineada con los intereses geopolíticos de las potencias que incorporan los intereses de las multinacionales de acceso fácil y barato a materias primas, es unir las zonas de producción históricamente desconectadas, o deficientemente conectadas (zona andina y llanos orientales) con los puertos. Adicionalmente a lo anterior, potenciar los corredores ya existentes (doble calzadas). La mayoría de los 16 corredores prioritarios para la prosperidad cumplen este fin: articular transversalmente los corredores troncales para facilitar la conectividad de las zonas apartadas del país con los puertos. De estos corredores viales destacan eje Buenaventura-Buga-Bogotá y la ruta del sol que permite articular el centro del país con las zonas portuarias del pacífico y del caribe a través del oriente. 

3. Comentarios del Ponente

Respecto al articulado, el proyecto contiene reglas especiales de expropiación frente a procesos de c onstrucción de infraestructura que hacen que la tensión ya fuerte existente entre el derecho a la propiedad y la utilidad pública se desplace de manera inconstitucional en favor de este último, empezando a configurarse un acto confiscatorio, expresamente prohibido en el artículo 34 de la Constitución. Con relación a la alusión de la consulta previa en algunos de los artículos, es claro que se nos está anunciando cuál va a ser el sentido de la reforma a este derecho constitucionalmente consagrado a las minorías étnicas: que se convierta en un acto meramente informativo y formal que no sea obstáculo a la celeridad en la iniciación y puesta en servicio de los grandes proyectos infraestructurales planeados. En últimas, lo que el proyecto pretende sin lugar a dudas es a que los derechos de las personas no serán obstáculos frente a los intereses de los inversionistas en infraestructura. Las disposiciones especiales confunden sin mayor valoración los intereses de las comunidades fuertemente ligados a la tenencia de la tierra con los intereses de los empresarios e inversionistas, al arropar los intereses de estos con el manto del ¿interés general¿. La locomotora de la infraestructura puede convertirse en nuevo factor de desplazamiento y de destrucción de la producción campesina y de comunidades en general (indígenas, afros descendientes, etc.), localizadas en las áreas de influencia de actuales y futuros proyectos viales o de ampliación de puertos, tal como denunció el honorable Representante Alexander López en la discusión de este proyecto en su primer debate del Senado
[5][5].

El proyecto encarna una nueva funcionalidad a los fines ocultos o no declarados por el gobierno de la restitución de tierras ligada a la titularización de la propiedad: En primer lugar, ya hemos denunciado desde el Congreso cómo desde el gobierno se plantea que la ley de restitución de tierras a las víctimas no se puede oponer a los proyectos agroindustriales que estén amparados bajo el ¿ropaje¿ -para nosotros insostenible en el contexto de violencia generalizada y pública en el campo- de la buena fe exenta de culpa; ahora, so pretexto de favorecer a los inversionistas en proyectos de infraestructura, nuevamente se concibe la restitución de tierras como un obstáculo a tales proyectos, que debe ser removido pues desde la óptica gubernamental, la tierra, en este caso la que ¿obstaculiza¿ los proyectos infraestructura, debe jugar en favor de los inversionistas so pretexto de adecuar al país para el desarrollo y los acuerdos de libre comercio. En suma, el derecho a la restitución material de las tierras a los campesinos, considera este gobierno, que siempre debe ceder tanto ante los intereses ligados a la inversión agroindustrial como ante los intereses asociados a inversión en infraestructura, pues el gobierno en ambos casos plantea como forma predilecta de solucionar la aparente contradicción por la vía de la compensación económica, desconociendo que el acceso progresivo a la propiedad de la tierra tiene como componente insoslayable , el acceso material a ella.

El artículo 22, por ejemplo, referido al llamado Saneamiento automático, que se traduce en el establecimiento de ¿un efecto legal que opera por el ministerio de la ley exclusivamente a favor del Estado, cuando este adelanta procesos de adquisición de bienes inmuebles, por los motivos de utilidad pública consagrados en la ley para proyectos de infraestructura de transporte. En virtud de tal efecto legal, el Estado adquiere el pleno dominio de la propiedad del inmueble quedando resueltas a su favor todas las discusiones relativas a la propiedad¿ puede jugar un papel pernicioso en favor de muchos empresarios que hoy tienen encartados sus títulos de propiedad al haber incurrido a sabiendas en compras ilegales de tierras y, sin embargo, los hace merecedores de indemnizaciones, cuando el proyecto de infraestructura tenga influencia sobre la propiedad así adquirida.

Como segundo ejemplo del empoderamiento y consagración de la intangibilidad de los proyectos de infraestructura, tenemos que el artículo 28 del proyecto -Permiso de intervención voluntario- que estipula que ¿Mediante documento escrito suscrito por la entidad y el titular inscrito en el folio de matrícula, podrá pactarse un permiso de intervención voluntario del inmueble objeto de adquisición o expropiación. El permiso será irrevocable una vez se pacte. Con base en el acuerdo de intervención suscrito, la entidad deberá iniciar el proyecto de infraestructura de transporte¿ anuncia la necesidad de establecer una consulta previa con carácter reforzado que, en el caso de este permiso lo rodee de plena información (consentimiento informado y libre de presiones) y asesoría a quien eventualmente ha de otorgarlo, porque en últimas, estamos frente a un permiso que se traduce en una expropiación anticipada, ante la cual solo le a quien otorgó el permiso, discutir el precio en condiciones de total debilidad, precisamente porque ya se ha perdido la posesión del mismo. En mi juicio, la figura es inconstitucional.

No veo mecanismos en el proyecto que impidan que de manera sutil o abierta estas grandes intervenciones en infraestructuras terminen convirtiéndose en acciones soterradas para favorecer zonas, proyectos presentes o futuros, o en general en situaciones que solamente favorezcan a un interés particular concreto.

Además, por tratarse de grandes proyectos de infraestructura aupados por el gobierno nacional, la iniciativa lleva aparejado un debilitamiento de la autonomía de los entes territoriales. Cito como ejemplo, el caso del artículo 10, que si bien plantea la posibilidad conjunta de que la nación y el ente territorial ¿convengan¿ la intervención en redes viales secundarias o terciarias, en caso de desacuerdo siempre prevalecerá la voluntad de la nación, desconociendo las particularidades por su diversidad, de los intereses de los entes territoriales al decir que ¿En caso de no llegar a un acuerdo en un término de noventa (90) días, la entidad responsable del proyecto a cargo de la Nación continuará con el proyecto de infraestructura de transporte, entregando a la entidad territorial un documento que dé cuenta de la revisión de la viabilidad del proyecto de la nación, se ajuste al plan de Desarrollo Territorial y las acciones de mitigación de impactos sobre el territorio a intervenir¿.

Adicional a las preocupaciones referentes a lo predial y la consulta previa ya dichas, esta ponencia recoge la argumentación constitucional y jurisprudencial de la ponencia de archivo del honorable Representante Carlos Amaya frente a otro de los obstáculos que repetidamente se esgrimen, por parte de los académicos y tanques de pensamiento adscritos a la defensa e implementación del modelo neoliberal, como causas del ¿rezago¿ infraestructural, esto es: el licenciamiento ambiental
[6][6]. Es indudable que al adecuar la expedición de licencias ambientales de parte del ANLA a los afanes de los inversionistas, se está en contravía de los preceptos constitucionales de desarrollo sostenible y función ecológica de la propiedad (artículo 58, 79 y 80 de la C.P.). Tal parece que la idea normativa del gobierno para recoger los intereses de los consorcios privados de la construcción es: adquisición de predios express, consulta previa express y licenciamiento express.

Sucintamente, el articulado recoge una a una todas las sugerencias que los inversionistas y el sector privado ligado al negocio de la infraestructura han venido solicitando a través de la comisión de infraestructura, los estudios de la ANIF, de Fedesarrollo, el Banco Mundial y de la CCI, y que se resumen en la solicitud de la remoción de lo que ellos, a su juicio, consideran ¿los obstáculos al desarrollo de la infraestructura¿ [7], cuales son: las licencias ambientales, la adquisición de predios, los activos de las empresas de servicios públicos representados en redes de infraestructura, además de otras peticiones como la adecuación institucional, concedida en este proyecto mediante facultades extraordinarias otorgadas al ejecutivo para la creación, en otras medidas, de la comisión de regulación de infraestructura. 

Infraestructura: Adecuación normativa a los TLC

No obstante el discurso gubernamental matice con un pretendido enfoque regional la intención de unir territorio, articulando ruralidad-ciudades (programa caminos para la prosperidad), la verdad es que el enfoque del desarrollo de la estructura vial está pensada para cumplir los compromisos comerciales adquiridos, no solo en el marco del TLC con EE.UU., sino con los 14 tratados más de libre comercio hasta ahora suscritos. Al respecto recordemos las declaraciones de Hernando José Gómez, en aquel entonces, agosto del 2011, director de Planeación Nacional, en el marco de la visita de seis legisladores americanos a autoridades, Ministerio y Presidente de la República para conocer los avances sobre los cambios más urgentes que deberían adoptarse de cara a la entrada en vigencia del TLC. Recogidas en la nota periodística de la revista dinero
[8][8].

¿(¿) En relación con el área de transporte a puertos y aeropuertos, señaló el Director de Planeación que es fundamental la aprobación de la Ley de Asociaciones Público- Privadas, la cual prevé que el Estado realice contratos con el sector privado, cuando sea necesario, para construir, mantener y operar la infraestructura en todos los sectores.

¿Pasamos de comprar infraestructura a pagar por el servicio de esa infraestructura, eso va a permitir que los Fondos de Pensiones, las a seguradoras, y Fondos de Inversión van a poder empezar a invertir, porque vamos a separar al inversionista de quién hace totalmente la obra. Quien estructura el proyecto, asume el riesgo y se alinean mejor los incentivos para que los que hacen la inversión escojan los mejores constructores¿, explicó Gómez.

(¿) Uno de los primeros proyectos con iniciativa privada será la construcción del ferrocarril del Carare, para sacar el carbón del centro del país. (Subrayado fuera de texto)

Planeación Nacional destacó la necesidad de adelantar estudios y obras para la navegabilidad del río Magdalena
[9][9], una nueva política del transporte de carga y la estructuración adecuada de proyectos¿.

Y nuevamente, el informe de la comi sión de alto nivel conformada a instancias del presidente Juan Manuel Santos: ¿(¿) La deficiente red de transporte reduce drásticamente la competitividad de la economía de cara a los numerosos TLC que están operando o que entrarán en vigencia durante los próximos años (subrayados fuera de texto)¿.

Esta adecuación vial a los requerimientos de los tratados de libre comercio se puede dimensionar a corto plazo con la inversión pública-privada proyectada por el gobierno de 18 billones anuales al 2014,
[10][10] frente a los 1.8 billones presupuestados para el cuatrienio por el PND para ¿los caminos para la prosperidad¿. Nombre eufemístico de la red terciaria; la que comunica, veredas, municipios, cabeceras municipales y ciudades y que soportan el comercio intrarrural con las ciudades. 

No obstante, el exabrupto de la Ministra Cecilia Álvarez de culpar a un disminuido gasto social el rezago vial del país
[11][11], en la ponencia presentada por mis colegas ponentes en la Sesión de la Comisión Sexta de la Cámara en donde fue aprobada, se dice en relación con las causas del rezago, ¿(¿) que el gobierno considera que lo importante no es detenerse en las causas, sino avanzar mediante acciones efectivas encaminadas a solucionar el atraso¿. Este pragmatismo gubernamental que esconde las responsabilidades del modelo y las responsabilidades políticas derivadas de quienes lo han avalado e implementado, sumado a la celeridad con que se está tramitando su tránsito en el Congreso, solo refleja la angustia de que la adecuación normativa exigida para la implementación del TLC, se materialice lo más pronto posible. Esto en aras de relanzar una economía que ya empieza a sentir la larga crisis económica internacional, muy a pesar de los blindajes que cándidamente le anunciaron a la opinión pública.

Angustia que también se refuerza con el reciente paro agrario, que concitó la solidaridad del país; que lo alertó sobre cómo va ser el almuerzo después del desayuno de un año de vigencia del TLC, y que despertó el espíritu contestatario de los defensores a ultranza del libre mercado, quienes han esgrimido el atraso en la infraestructura como explicación, por los costos que esto implica, de la falta de competitividad del agro colombiano, queriendo salvar así de toda responsabilidad a las políticas aperturistas que por más de dos décadas ha sumido en la tragedia a trabajadores rurales, campesinos, pequeños y medianos productores agrícolas, situación está que irremediablemente el TLC acentuará.

Estimados colegas presentes en esta plenaria:

Las observaciones críticas sobre el articulado arriba expresadas, bien podrían ponerse a consideración mediante proposiciones para ser debatidas, tal como lo he hecho en proyectos de ley de origen gubernamental o congresional que he considerado factibles de ser mejorado, y que por su contenido y propósitos, no han reñido abiertamente con los postulados ideológicos y programáticos del PDA. No obstante este proyecto tenga algunos positivos, pero tímidos avances en el tema de la contratación, esta ponencia ha sustentado que en general, este proyecto de ley hace parte integral de la adecuación normativa al TLC con los EE. UU., tratados que el PDA ha combatido vehementemente por sus implicaciones nefastas para la producción y el empleo nacional. 

Y en particular, como ya se dijo antes, recoge una a una todas las sugerencias de los inversionistas y el sector privado ligado al negocio de la infraestructura. Aquí un paréntesis al respecto; Coviandes, empresa constructora perteneciente al conglomerado económico de Luis Carlos Sarmiento Angulo es la que finalmente construirá los 87 kilómetros de doble calzada de la vía Bogotá-Villavicencio, completando así, el que sin duda sería el negocio redondo de la valorización indirecta - ¿o posiblemente directa? - de las 13.785 ha, que el doctor Sarmiento posee en Puerto López y Puerto Gaitán a través de varias empresas de Corficolombiana
[12][12]. Además de lo anterior -y como agravante- este proyecto abona el terreno al proyecto de ley ya anunciado que reformará la consulta previa, para ¿flexibilizar¿ este derecho constitucional de las poblaciones indígenas y abre la puerta para la financiarización especulativa con los anunciados bonos de infraestructura; en la cual, se ha anunciado, la participación de los fondos pensionales.

Siendo así, en calidad de miembro PDA, partido que se ha declarado en oposición a este gobierno, no me es dable acompañar este proyecto de ley por las razones políticas antes expuestas.

Proposición

En consideración a lo aquí expuesto, propongo a la honorable plenaria de la cámara de representantes archivar el proyecto de ley 345 de 2013 cámara, 223 de 2013 Senado ¿por el cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias¿.

Atentamente,

Wilson Neber Arias Castillo,

Representante a la Cámara, departamento del Valle,

Polo Democrático Alternativo.

CÁMARA DE REPRESENTANTES COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE SUSTANCIACIÓN

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE

Bogotá, D.C., 13 de noviembre de 2013

Autorizo la publicación del presente informe de ponencia minoritaria para Segundo Debate del Proyecto de ley número 345 de 2013 Cámara, 223 de 2013 Senado, por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los productos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias.

La ponencia fue firmada por el honorable Representante Wilson Neber Arias Castillo.

Mediante Nota Interna número C.S.C.P. 3.6-194 del 13 de noviembre de 2013, se solicita la publicación en la Gaceta del Congreso de la República.

El Subsecretario, Comisión Sexta Constitucional,

Jaime Alberto Sepúlveda Muñetón.
�[1][1]	Ver: http://www.eltiempo.com/colombia/otraszonas/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-9077880.html, Ver también: http://www.wto.org/spanish/res_s/booksp_s/anrep_s/wtr04_2b_s.pdf. Además Ver: 


	http://www.larepublica.co/infraestructura/inversi%C3%B3n-en-infraestructura-favorece-di%C3%A1logos-de-paz_31239


	Ver el catálogo ya insigne de recomendaciones ¿Colombia 2006-2010: una ventana de oportunidad¿, BM.


�[2][2]	Informe de la comisión de infraestructura. Bogotá, octubre 2012. Este se encuentra en la web junto con el informe mensual ¿Tendencia Económica¿ de FEDESARROLLO # 125 de noviembre 2012 que lo comenta. 





�[3][3]	Ver Krugman ¿competitividad, una obsesión peligrosa¿.





�[4][4]	Ver: http://www.larepublica.co/economia/diseño-de-bonos-en-infraestructura-estaría-listo-en-septiembre_36099.





�[5][5]	Acta del 29 de mayo de 2013 de la comisión sexta del Senado. Las comunidades a que se hace referencia son las aledañas a los puertos de Buenaventura y Cartagena.





�[6][6]	Ver esta ponencia publicada en la Gaceta del Congreso. 





�[8][8]	Ver: http://www.dinero.com/Imprimir.aspx?idItem= 39013





�[9][9]	Ver: http://www.larepublica.co/infraestructura/tres- consorcios-competir%C3%A1n-por-la-navegaci% C3%B3n-del-magdalena_50216





�[10][10]	Carta financiera 158 de abril/junio del 2012, pág. 46
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